Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 9 minutos) 


(Ingresan a Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas, el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y sus 
asesores) 


La Comisión de Hacienda del Senado da la bienvenida al señor Ministro de Economía y Finanzas, al señor Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y a sus asesores, quienes concurren con la finalidad de tratar el proyecto que fuera remitido por el 
Poder Ejecutivo, mediante el cual se propicia la rebaja de varios impuestos que afectan el costo de la producción nacional. 


SEÑOR MINISTRO.- Hemos venido al seno de la Comisión de Hacienda del Senado a presentar y defender el proyecto de ley que 
tiene a su consideración, enviado por el Poder Ejecutivo sobre fines de la semana pasada con el título: "Rebaja de impuestos a la 
producción nacional y creación del impuesto denominado Contribución para el Financiamiento de la Seguridad Social (COFISS”)". 
En la Exposición de Motivos hemos tratado de sintetizar los principales fundamentos que nos han llevado a presentar este 
proyecto. En esta oportunidad vamos a tratar de reiterarlos con un grado mayor de detalle y, obviamente, junto con el señor Director 
de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y los asesores estamos a disposición de los señores Senadores integrantes de la 
Comisión para contestar cualquier duda, pregunta o cuestionamiento que pudiera surgir. 


Como probablemente los señores Senadores sabrán, en el día de hoy hemos tenido una sesión bastante extensa en la Cámara de 
Representantes, donde se ha hecho referencia a este impuesto y ha habido distintas manifestaciones de los señores Diputados. 
Asimismo, hemos defendido y expuesto los fundamentos básicos de este impuesto, de modo que me excuso si es que se repiten 
algunos conceptos que tuvimos oportunidad de verter, en el día de hoy, en la otra Cámara que integra el Parlamento. 


Desde nuestro punto de vista, creemos que es importante ubicar este impuesto en el contexto de la evolución de la economía 
nacional, especialmente en el año en curso. Todos sabemos y somos conscientes de que la economía nacional ha estado 
atravesando por un período de baja de su actividad, que ya lleva dos años. Tuvimos un registro negativo del Producto Bruto Interno 
en 1999 y volvimos a tenerlo en el 2000, acumulando, al cabo de esos dos años, una baja en la producción que se sitúa por encima 
del 4%. Paralelamente, tuvimos otro resultado desfavorable, como lo fue el aumento de la tasa de desempleo, que en los primeros 
meses del año pasado trepó rápidamente de un 11% a un 14%. Durante el año pasado nos adherimos a una determinada línea 
política y económica que más de una vez hemos expresado en el seno de esta Comisión y sobre la cual, tanto esta Comisión como 
la opinión pública en general han manifestado distintas posiciones, algunas parcialmente coincidentes y otras más adversas o de 
cuestionamientos. 


Con el transcurso de los meses, durante el año pasado nos fuimos afirmando en la convicción de que estábamos en la buena 
senda desde el punto de vista de la aplicación de la política económica. Esta convicción se fue robusteciendo en el correr de los 
primeros meses de este año, cuando empezamos a percibir una mejora cierta -sin duda, no significativa pero, en todo caso, 
persistente- de los principales indicadores económicos del país en términos generales: la recaudación, que es, quizá, el indicador 
más inmediato a través del cual vemos a la actividad económica; el comercio exterior; las exportaciones; aún el nivel del empleo 
más que el de desempleo; y algunas otras formas de actividad económica muy propias de los primeros meses del año, como es la 
temporada turística. 


La evolución de esos indicadores nos hicieron concebir una fuerte esperanza de que, efectivamente, la economía uruguaya había 
comenzado a transitar por una senda de reactivación y que, en consecuencia, estaba en condiciones de alcanzar la meta de 
crecimiento modesta que nos habíamos fijado para este año, en el orden del 2%, habida cuenta de las dificultades de las que 
salíamos en años anteriores y de un panorama de incertidumbre regional que no terminaba de aclararse. 


Como adición, y en cierto modo en sentido contrario, tomábamos como factores positivos el cambio de signo -ahora de modo 
favorable- que se estaba percibiendo en la evolución de determinadas variables externas que afectan fuertemente nuestra 
economía, y que son: la tasa de interés internacional, el precio del petróleo y el inicio de recuperación de algunos de nuestros 
precios de exportación. 


Es más: teníamos fundadas esperanzas de que uno de los componentes principales de la estrategia de crecimiento que el 
Gobierno estaba encarando con vistas al futuro, que es la producción y la industrialización de carnes, estaba pasando por un muy 
buen momento y tenía perspectivas auspiciosas, ya concretadas a través de la penetración en mercados del NAFTA, en 
condiciones muy ventajosas de calidad y precios de esa producción y, fundamentalmente, por la diversificación de los mercados de 
exportación del país que, todos sabemos, es una de las principales necesidades estratégicas de nuestra sociedad. 


No necesito explayarme en el tema después de los acontecimientos vividos en el seno del MERCOSUR desde principios de 1999. 


Pese a este panorama relativamente alentador que fuimos percibiendo en el transcurso de los primeros meses del año, entendimos 
que en ese contexto era conveniente propiciar la aprobación de algún conjunto de medidas tendientes a disminuir la incidencia o la 
importancia de determinados impuestos que afectan, en forma negativa, el costo de producción del país. Eso es lo mismo que decir 
que esas medidas estaban pensadas para mejorar la capacidad de competencia, de competitividad de nuestra producción nacional, 
tanto en lo que tiene que ver con la producción para el mercado interno —que, como todos sabemos, compite con importaciones- 
como con la que se orienta hacia el exterior. 


De allí que a principios de este año empezamos a manejar la idea de una rebaja de impuestos de estas características, financiada 
con un impuesto -a crearse con determinadas particularidades a las que después me voy a referir- que implica una tasa del 3%. 
Como todos sabemos, ese impuesto tuvo un primer contratiempo, por cuanto en las conversaciones iniciales con el Partido 
Nacional hubo diferencia de opiniones. Además, por distintas obligaciones contraídas con anterioridad, tuve que viajar en reiteradas 


ocasiones durante el mes de abril y no estuve disponible para profundizar en esa iniciativa por lo que, en consecuencia, quedó 
relativamente postergada para una decisión final que íbamos a tomar sobre fines de abril o principios de este mes de mayo. 


Señalo este hecho para decir que algunas de las disposiciones que presentamos a consideración de esta Comisión, no son nuevas 
o no se originan exclusivamente en los acontecimientos posteriores a la declaración de la aparición de la aftosa, sino que ya 
estaban en nuestra mente y en nuestra proyección desde algunas semanas o meses antes. 


Es en esta circunstancia donde debemos ubicar, ahora sí, esta iniciativa junto con otras a las que nos vamos a referir en conjunto, 
que sin duda responden a la nueva situación que se generó en el país a partir de la aparición del primer foco de aftosa, el que 
luego fue seguido por otras manifestaciones similares. Sobre el particular se puede hacer dos puntualizaciones desde el punto de 
vista económico, sin perjuicio de varias otras que vamos a ver a continuación. 


La primera de ellas es que, claramente, esta manifestación de los diversos focos de aftosa provocó un impacto generalizado en la 
sociedad uruguaya de desánimo, de desaliento, de pesimismo y hasta de resignación. Quizá, un Ministro de Economía no debe 
abrogarse la interpretación de hechos sociales tan importantes como el que estoy refiriendo, pero me atrevo a decir, incluso con la 
condescendencia de los señores Senadores, que hasta ponía en peligro el funcionamiento normal de la sociedad uruguaya y, más 
aún, de nuestra economía. En algunos de esos días estuve fuera del país, pero entre mis amistades, relaciones y conversaciones 
en el Gobierno advertimos que este nuevo hecho de la aftosa ponía una nota de pesimismo y de desánimo muy fuerte en todo el 
país, en toda la sociedad uruguaya, particularmente en el sector agropecuario. Ello exigía una respuesta rápida, contundente, firme, 
de esperanza, de optimismo, de confianza en el futuro por parte del Gobierno. 


Esta es la primera precisión que quería realizar para presentar estas medidas en el contexto de las manifestaciones que hice 
anteriormente. 


La segunda puntualización que quiero compartir con los señores Senadores es que, afortunadamente en el correr de los días, un 
análisis más desapasionado de los efectos de este problema fue revelando una situación comprometida, sin duda, que va a dejar 
secuelas negativas para el sector agropecuario, pero de todas maneras esperamos que no alcance, ni por lejos, las consecuencias 
tan desastrosas y negativas que se pensaron en un primer momento. 


En esta dirección, sirvieron de base las noticias alentadoras que se fueron recibiendo de los distintos mercados a los cuales el país 
vende carne, los que afortunadamente fueron aceptando el grueso de los embarques ya realizados y aun la totalidad de la carne 
que estaba en existencia y que fueron seguidas por distintas decisiones en el mismo sentido por otros mercados compradores. No 
quisiera abundar al respecto, porque no es un tema de mi especialidad y no estoy en completa posesión de todos los detalles. Hoy, 
el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca realizó una exposición muy precisa sobre todo este asunto, por lo que 
eventualmente puede ser de interés compartir con él estos mismos hechos a que estoy haciendo referencia. 


En todo caso, la conclusión desde el punto de vista económico fue o empezó siendo doble. En primer lugar, hay una afectación 
negativa sobre el sector agropecuario, en el que va a haber una pérdida de riquezas de una cierta magnitud, seguramente por la 
afectación de los mercados a los que vamos a poder concurrir, y a los que no, en el futuro inmediato y su efecto sobre los precios 
de exportación y los internos. Obviamente, eso significará una perturbación importante. 


Dejo de lado la significación económica que puede tener, no ya el desaliento, el desánimo o el pesimismo, sino la frustración de un 
país que estaba alcanzando un acceso pleno a los mercados más desarrollados y que no lo podrá hacer por un buen tiempo. 


Agrego otra consideración que no es menos importante y es que, en vista de este proceso de normalización al que me estoy 
refiriendo, un temor muy fuerte -que tuvimos en un primer momento todas las autoridades del Gobierno directamente vinculadas 
con este tema- se originó por la interrupción plena de la cadena de pagos en el proceso productivo cárnico, habida cuenta de que 
los frigoríficos no iban a poder vender lo que ya habían producido, lo que podía traer como consecuencia la imposibilidad o la 
dificultad de pagar a los productores y así sucesivamente. Ese riesgo parece haberse diluido en una proporción muy importante de 
tal modo que, sin decir que estamos en el mejor de los mundos, hoy podemos trabajar sobre la hipótesis de que el sector 
agropecuario está herido, ha sufrido un tropiezo, pero se encuentra en condiciones de superar, más o menos rápidamente, esta 
situación, tanto en lo inmediato como con vistas a una proyección más de mediano plazo. 


La convicción de que era necesario presentarle al país, y en general al sector agropecuario, algunas medidas de política económica 
particularmente importantes con vistas a cambiar esta sensación y esta situación que acabo de describir, siguió firme en el ámbito 
del Poder Ejecutivo y, como consecuencia de ello, en el transcurso de los días fuimos elaborando un conjunto de decisiones que 
han tomado forma en dos cuerpos principales de medidas. Por un lado, este proyecto de ley que hoy se pone a consideración del 
Parlamento y, en especial ante la Comisión de Hacienda del Senado y, por otra parte, determinadas formas de acuerdo con el 
Partido Nacional que habrán de traducirse en una refinanciación de la deuda del sector agropecuario con el Banco de la República 
Oriental del Uruguay, en determinadas condiciones sobre las que luego conversaré. 


Con respecto al proyecto de ley que está a consideración, creo que la carátula de proyecto de ley responde al objetivo principal de 
lo que el Gobierno persigue con esta iniciativa que es, en primer lugar y fundamentalmente, la rebaja de determinados impuestos 
que afectan o gravan la producción nacional, con el ánimo de contribuir a la mejora de competitividad, a la capacidad de 
competencia del sector agropecuario y en general de toda la economía nacional. Con esto se intenta mejorar las posibilidades de 
producción y proyección a mediano y largo plazo y, obviamente, beneficiar la capacidad de generación de empleo que todos los 
uruguayos, cualquiera sea su posición política, estamos sintiendo como algo principal, quizá como el problema más importante de 
la economía uruguaya en la actualidad y hacia el futuro. 


En forma concomitante y habida cuenta de nuestras habilitaciones presupuestales -los señores Senadores saben mejor que yo que 
el presupuesto nacional para este año tiene programado un déficit algo superior a los U$S 500:000.000 que nos van a obligar a 
recurrir a un aumento del endeudamiento por una cifra correspondiente- entendimos que para financiar esta baja de impuestos 
distorsivos sobre la producción nacional, era necesario pensar en la creación de un nuevo impuesto al que hemos denominado 
Contribución para el Financiamiento de la Seguridad Social (COFIS). 


A continuación, voy a señalar algunas características principales de este impuesto. Tengo la fortuna de estar acompañado por 
especialistas en materia tributaria, tanto del Ministerio de Economía y Finanzas como de la Dirección General Impositiva, que 
podrán ampliar y seguramente enriquecer los conceptos que manifestaré ahora. Básicamente, hemos pensado en un impuesto que 
grava las importaciones de bienes industrializados y las enajenaciones a cualquier título de dichos bienes, sean nacionales o 
importados. De modo que este no es un impuesto general sobre todos los bienes o servicios que se producen en la economía, sino 
que grava únicamente a la importación, producción y enajenación de bienes industrializados. 


La segunda característica importante es que este es un impuesto que grava las enajenaciones realizadas a organismos estatales y 
a las empresas, básicamente, con lo cual no se impone a la etapa de intermediación que llega al consumidor. Estas limitaciones las 
hemos pensado en función, principalmente, de la simplicidad con la que queremos manejar este impuesto y también de las 
repercusiones que deseamos que tenga sobre los precios, sobre la relación de precios en lo interno. Este no es un impuesto 
general y no grava los servicios ni todas las etapas de intermediación, sino los bienes industrializados y excluye la etapa de 
intermediación a nivel del consumidor. 


Pensamos que en el texto está claro que este impuesto no grava a las exportaciones y hemos establecido que tampoco grava a 
todos los bienes que están exonerados de IVA, que es otra limitación importante que le hemos puesto al tributo, con el fin de 
moderar su efecto sobre los precios. En términos generales, más allá de alguna precisión que luego podremos hacer, es un 
impuesto que tampoco grava los bienes sujetos al pago de IMESI, habida cuenta de que, como todos sabemos, éstos ya tienen una 
sobretributación importante que haría excesivo y hasta peligroso agregarle una nueva carga. 


Hemos pedido la facultad de fijar la tasa de este impuesto en hasta un 3%, tal como se había anunciado, y estamos proyectando, 
en términos generales, una recaudación que, como todas las estimaciones de recaudación de nuevo impuesto y en el contexto de 
una economía que viene de las complicaciones que todos conocemos, es obviamente un cálculo primario, pero que en forma 
conservadora podemos situar en el orden de los U$S 140:000.000 a U$S 145:000.000 por año. No descarto que pueda dar algo 
más, pero los señores Senadores me permitirán ser muy precavido en esta materia porque, repito los mismos conceptos, este es 
un impuesto nuevo que habrá que instrumentar, habrá que ver cómo se recauda y reglamentar en el contexto de una economía que 
hasta ahora ha sido recesiva, que tiene problemas de evasión e informalidad que pueden afectar las proyecciones. 


A partir de esta recaudación, hemos incluido en el proyecto de ley las afectaciones que entendemos necesarias para cumplir con el 
objetivo que hemos señalado inicialmente con respecto a la derogación o reducción de determinados tipos de impuestos que 
consideramos distorsivos o complejos en cuanto a su incidencia sobre los costos de producción de los distintos sectores 
productivos. En ese sentido, hemos dado especial prioridad a los sectores productivos de bienes transables como son el sector 
agropecuario e industrial y hemos hecho una consideración menos enfática —pero no por ello menos importante- respecto a los 
sectores involucrados al transporte y a los servicios. 


En consecuencia, lo que estamos proponiendo en los distintos artículos que componen el Capítulo Il es la exoneración del 
Impuesto al Patrimonio afectado a las explotaciones agropecuarias. Esto tiene un costo aproximado a los U$S 12:000.000. A la 
consolidación del aporte patronal rural, que por el correr de este año ya está vigente y que tendrá continuidad a pleno a partir del 
próximo, le hemos agregado la disminución en un 50% del aporte patronal del sector agropecuario al Banco de Previsión Social 
correspondiente a los seguros sociales por enfermedad. En este segundo caso, la derogación del 50% de aporte a DISSE por parte 
del sector agropecuario tiene un costo aproximado a los U$S 4:000.000. 


En cuanto al sector industrial establecemos en el proyecto de ley una reducción a cero del aporte patronal actual de la industria 
manufacturera privada que, como sabrán los señores Senadores, es del orden del 6.5%, con un costo aproximado de U$S 
45:000.000. Además, se propone la disminución del 2.5% en el aporte patronal al Banco de Previsión Social para los seguros 
sociales de enfermedad, con un costo aproximado de U$S 17:000.000. 


Con respecto a otros sectores de la economía, estamos pidiendo la facultad —y aquí hay una diferencia con respecto a los 
anteriores, en los que directamente proponemos la derogación o la reducción- para reducir a cero en el caso del transporte y un 
punto en el de los servicios los aportes correspondientes al Banco de Previsión Social y lo hacemos, justamente, en el temor de 
que alguna de estas cifras no nos cierren en forma exacta; de esta manera, podremos tener un cierto margen de elasticidad o 
flexibilidad como para aplicar adecuadamente estas medidas sin una afectación adicional al desequilibrio de las finanzas públicas. 


El otro tema que estamos planteando en el proyecto de ley es facultar al Poder Ejecutivo para transferir al Banco de la República la 
suma de U$S 20:000.000 durante el primer año de vigencia de la presente ley. Se trata de una transferencia que se realizaría por 
una única vez y, obviamente, está relacionada con el segundo de los temas que anuncié inicialmente: lo relativo a la refinanciación 
de los adeudos agropecuarios por parte del Banco de la República. 


De modo que, señor Presidente, esta sería en principio mi presentación del proyecto de ley tal como está planteado. Como bien me 
acota el señor Senador Atchugarry —que es tan atento y con quien hemos trabajado muy en conjunto en la redacción de este 
proyecto de ley- hay aquí un tema que no está regulado por el proyecto de ley, pero que sí está anunciado y que forma parte del 
paquete de medidas. Me refiero a la reducción de un 10% en el precio del gasoil —que es facultad del Poder Ejecutivo y del 
Directorio de ANCAP- con un costo de U$S 45:000.000 anuales. En la exposición de motivos se agrega una referencia al fuel-oil en 
el que habría posibilidades de reducción, pero que todavía debemos concretar con el Directorio de ANCAP y no estoy en 
condiciones de anunciarlo ahora por su cuantía e importancia. 


A partir de aquí, señor Presidente, tendríamos que hacer referencia necesariamente, porque es la vinculación con el último artículo 
del proyecto de ley, a la normativa de refinanciación que estamos manejando en la órbita del Banco de la República. El proyecto de 
refinanciación de deudas agropecuarias es la consecuencia de un acuerdo con el Partido Nacional que en grandes líneas ya se ha 
hecho público. Hace unos días yo mismo envié una nota al Directorio del Banco de la República y estamos tratando de completar la 
reglamentación correspondiente por parte del Directorio a la brevedad posible, es decir, en el día de mañana o, a más tardar, lunes 
o martes. 


Antes de entrar en el detalle correspondiente a la fórmula que estamos manejando en el acuerdo político con el Partido Nacional y 
en el detalle de la reglamentación con el Directorio del Banco de la República, quisiera hacer algunas apreciaciones de carácter 
general y previas. La primera de ellas es que, desde el punto de vista del Poder Ejecutivo, el tema de la deuda del sector 


agropecuario había quedado superado como problema político en razón de las medidas que el Banco de la República tomó el año 
pasado en favor de los deudores de hasta U$S 50.000. Sabemos que este es un tema conflictivo que ya el año pasado y en el 
transcurso de éste había despertados distintas opiniones y reacciones. Reitero que desde el punto de vista del Poder Ejecutivo era 
un tema en el que la solución del Banco de la República contemplaba adecuadamente, a nuestro juicio, los intereses y necesidades 
de los deudores con un monto de deuda que era razonable atender. En este contexto todos sabemos que el año empezó con 
nuevos reclamos en favor de una solución adicional o complementaria para la deuda del sector agropecuario. Nuestra convicción 
se basaba en que esos reclamos o demandas no tenían la base o el fundamento necesario como para variar nuestra posición del 
año anterior. También entendimos que con el advenimiento del problema generado por la aftosa y la repercusión que de una forma 
u otra va a tener sobre el sector agropecuario y su capacidad de repago, debíamos afrontar el problema con otra perspectiva y 
plantearle al país y al sector agropecuario una refinanciación más amplia de sus adeudos, que le permitiera generar una corriente 
de ingresos durante cierto período lo suficientemente amplio, como para poder estar en condiciones de enfrentar con mayor 
normalidad las obligaciones correspondientes con el Banco de la República. 


Debo manifestar, con total convicción, que no es este un camino que hayamos elegido con agrado, no desde el punto de vista de la 
relación con el sector agropecuario —porque ratificamos nuestra convicción de que las nuevas circunstancias por las que va a 
atravesar el sector son una razón suficientemente importante como para dar forma a la solución que hemos ideado, y que de 
inmediato pondremos en conocimiento de los señores Senadores- sino porque esta decisión del sistema político —en sentido 
amplio, o sea, Poder Ejecutivo y Partido Nacional, que es el otro principal integrante de la coalición- significa una intromisión abierta 
en las decisiones de un Banco oficial. Es una forma de proceder que realmente nos ha costado mucho trabajo asimilar como 
conveniente. Entre las convicciones que nos hemos ido formando a lo largo del tiempo quienes hemos actuado en la economía 
nacional —lo digo, sin adjudicarme ningún papel protagónico, simplemente como observador y profesional de la economía- confieso 
que me he ido afirmando en algunas y abandonado otras. He dejado de creer en la conspiración de la oligarquía y del imperialismo, 
al igual que en tantas otras figuras propias de nuestra juventud. Paso por el tamiz las expresiones referidas a las reformas 
estructurales; creo mucho más en las políticas macroeconómicas a corto plazo. Descreo aun más de las políticas activas. Pero no 
deseo hacer aquí una especie de catarsis sobre política económica. 


Quisiera afirmar que una de mis convicciones más profundas en el correr de estos años, es que una de las grandes causas de los 
problemas de la economía nacional ha sido la intromisión del poder político en las decisiones de los bancos oficiales. Con esa 
convicción realicé mi discurso en oportunidad de tomar posesión de sus cargos las actuales autoridades del Banco República, en 
los primeros días de este nuevo Gobierno. Frente a esos acontecimientos y a esta nueva realidad del sector agropecuario y del 
país, me costó mucho convencerme de la necesidad política de esta definición. A su vez, he llegado a la conclusión de que ello era 
necesario. Hemos tratado —en lo personal, con todo cuidado, pero en una labor de conjunto- de tener en cuenta la magnitud de las 
repercusiones que estas decisiones de orden político pueden tener sobre la economía del Banco de la República. A continuación, 
me voy a referir al respecto con mayor detalle. 


En grandes líneas, la decisión de refinanciación que estamos instrumentando con el Partido Nacional, y en coordinación con el 
Directorio del Banco de la República, contempla a los deudores hasta U$S 200.000. Se les da la posibilidad de pagar sus intereses 
durante cuatro años, al cabo de los cuales —estamos hablando de abril o mayo de 2005- estarán en condiciones de llevar el famoso 
Bono Cupón Cero al Banco, a fin de dejarlo en garantía prendaria del capital adeudado; de esta manera, se van a desentender del 
pago del capital total adeudado, y solo deberán seguir abonando los intereses de este capital hasta el vencimiento del Bono Cupón 
Cero. 


Hay otros detalles menores de implementación que, eventualmente, podremos analizar; pero en esto consiste, básicamente, la 
decisión de refinanciación. Antes de referirme al eventual costo que esto significa para el Banco de la República y su referencia con 
el artículo final del Proyecto de Ley, quisiera mencionar dos o tres características de esta refinanciación. 


Se trata de una refinanciación que abarca a todos los deudores del sector agropecuario que deben hasta U$S 200.000. Somos 
conscientes de que en el seno de la sociedad uruguaya —y supongo que en el sistema político- se pueden hacer distintas 
consideraciones sobre la justicia o injusticia que significa que todos los deudores del sector agropecuario, cualquiera sea su 
situación con el Banco, estén o no comprendidos en esta refinanciación. Sin duda, esta es una consideración posible. Hemos 
entendido que era muy difícil, por no decir imposible, hacer un análisis caso por caso de todos los deudores en estas condiciones. 
Por eso hemos optado por una refinanciación amplia. 


Otro aspecto sobre el que se ha debatido mucho en estos días, es si esto no significa tratar de la misma manera a los deudores 
que cumplen y a aquellos que no, y si no es un mecanismo que se está ofreciendo a la sociedad uruguaya, dándole incentivos 
equivocados para marcar su conducta hacia el futuro. Sin duda, es una reflexión que nos hemos hecho con particular intensidad en 
el momento de instrumentar estas medidas. Por eso, hemos insistido —y el Banco ha estado trabajando en este sentido- en que los 
buenos pagadores tendrán un tratamiento diferencial en la tasa de interés, con respecto al conjunto de los deudores que se acojan 
a este sistema de refinanciación. En este momento, no estoy en condiciones de brindar más detalles, puesto que aún estamos 
trabajando con las autoridades del Banco en torno a este tema. En todo caso, se trata de una definición política que quiero 
compartir hoy con ustedes. 


Esta solución le crea ciertas dificultades al Banco que, en cierto modo, son adicionales. Tampoco podemos ser tan ingenuos como 
para imaginarnos que aquellas comienzan con esta decisión que estamos anunciando hoy. Obviamente, las dificultades del Banco 
vienen del pasado inmediato, puesto que es un organismo fuertemente volcado al sector agropecuario que, a su vez, está pasando 
por dificultades desde hace ya varios años. Evidentemente, esto se refleja en la economía de dicha institución. De todas maneras, 
partiendo de la base de que esta decisión ha agregado inconvenientes al Banco, resulta claro que en la concesión de nuevos 
créditos será particularmente cuidadoso a la hora de decidir. Sin duda, entre otras cosas, establecerá como dato prioritario para 
adoptar sus decisiones sobre los nuevos créditos, el grado de cumplimiento que los deudores puedan haber tenido en el pasado. 
Estas no son consideraciones estrictamente económicas pero me parece que hacen al fondo de un problema sustantivo en la 
sociedad uruguaya, que es esta sensación que se desprende de estas decisiones en cuanto a que en esta sociedad es negocio 
endeudarse porque al final nadie paga sus deudas. Sobre eso quiero ser enfático y por eso he hecho estas precisiones de las que 
estoy totalmente convencido. Obviamente, hemos tratado de conciliar las dificultades por las que está atravesando el sector 
agropecuario en este momento con las perspectivas del país hacia el futuro y con la preservación de la posición del Banco de la 
República. En función de estas consideraciones hemos hecho un cálculo muy aproximado en cuanto a lo que estas decisiones en 


materia de refinanciamiento significan para la economía del Banco. Obviamente —reitero- se trata de un cálculo muy aproximado, 
pero que básicamente intenta cuantificar el tiempo, porque esas decisiones no suponen en términos generales un deterioro 
patrimonial explícito para el Banco. Aquí no hay ninguna quita de capital para ningún deudor ni hay una baja artificial de intereses, 
sin perjuicio de que el Banco hará un esfuerzo de baja de tasas de interés, afortunadamente ayudado por la coyuntura favorable 
que está viviendo como consecuencia de la evolución de las tasas de interés internacionales. Entonces, no hay una afectación 
patrimonial explícita para el Banco de la República —como ya dije- pero sí hay una espera, una postergación en el tiempo del pago 
de intereses y del pago de capital. La postergación en el pago de los intereses se da por un cierto período de gracia inicial, que 
obviamente tendrá un costo en términos de liquidez para el Banco, porque la postergación del pago de capital estará dada en 
función de que, en definitiva, el deudor que se acoja a esta solución va a entregar un Bono Cupón Cero al final del cuarto año, del 
que el Banco de la República se va a hacer como capital dentro de 20 años. De esta manera estamos creando al Banco una 
inmovilización relativamente importante de su Cartera. 


SEÑOR NUÑEZ.- Quisiera saber si los 20 años se cuentan a partir de ahora o del 2005. 


SEÑOR MINISTRO..- Ese plazo se cuenta a partir de ahora por lo que, en principio, y en condiciones normales, dentro de cuatro 
años el deudor tendrá que traer un bono a 16 años de plazo. 


Esta afectación de liquidez se da en función de que se dejan de percibir intereses en lo inmediato. Haciendo abstracción de las 
consideraciones que los señores Senadores después podrán realizar, de todas maneras en el Banco se habría dado una situación 
de no tomarse esas medidas. Se trata de que esta postergación de pagos en materia de intereses primero y de amortización del 
capital después, tienen un cierto costo para el Banco, como lo tienen para cualquier institución bancaria. Hemos hecho algunas 
aproximaciones cuantitativas acerca de lo que puede significar este costo y, a grosso modo, lo hemos ubicado en una cifra de U$S 
20:000.000 que está incluida en el proyecto de ley. En todo caso, si los señores Senadores tienen interés, luego podremos abundar 
sobre las bases de la cuantificación que hemos tenido en cuenta para este cálculo. 


Voy a agregar una consideración final, para no fatigar a los señores Senadores. En la nota que dirigí al Banco de la República y 
que voy a poner a disposición de los señores Senadores —creo que buena parte de ella se ha hecho pública- terminé haciendo una 
referencia al descalce de fondos que esta operación puede significar para el Banco, entendido como la diferencia de plazos que va 
a haber entre una cartera que se ubica con un vencimiento a 20 años contra una captación de recursos que, como sabemos, es de 
relativamente breve plazo, algo así como 60, 90 ó 120 días. En esa misma nota señalo al Directorio del Banco que ese es un tema 
de particular interés para el Ministerio sobre el que vamos a trabajar en conjunto con esa Institución. Tenemos algunas ideas a ese 
respecto, y esto quiero dejarlo muy claro para conocimiento de los señores Senadores porque me parece que es otro factor 
importante para ubicar adecuadamente estas medidas que repercuten sobre el Banco de la República. Estas ideas pueden ir desde 
el uso de algún préstamo internacional para asegurar el calce del plazo, como ha ocurrido en el período anterior con el Banco 
Hipotecario, hasta la de comprar un seguro de liquidez en los mercados internacionales, para lo cual creemos que el Banco de la 
República tiene recursos disponibles. En todo caso, estas ideas u otras que puedan surgir son salvaguardias o formas de seguro 
sobre las que vamos a conversar con el Directorio del Banco para atender este problema del eventual descalce de fondos como 
consecuencia de los distintos plazos a los que va a quedar sometida la deuda del sector agropecuario con respecto a la captación 
de fondos del Banco. 


Señor Presidente: esta es la presentación que quería hacer sobre el conjunto de medidas que el Poder Ejecutivo ha decidido 
impulsar en esta coyuntura tan especial de la economía y de la sociedad uruguaya. Reitero una vez más que tanto quien habla 
como el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y los asesores quedamos a las órdenes para evacuar 
cualquier duda que surja en la discusión. 


SEÑOR COURIEL.- Confieso que no armé ninguna exposición para realizar luego de escuchar al señor Ministro. Probablemente, 
tampoco pensaba que ¡ba a ser el primero en hacer uso de la palabra, pero hubo una expresión que dijo el señor Ministro que me 
hizo casi automáticamente levantar la mano y fue "no quiero hacer catarsis, me olvidé de la oligarquía, del imperialismo". A veces el 
cansancio de la jornada genera estos acontecimientos. 


Voy a dar mi opinión sobre dónde creo que se inscribe este proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo. Por supuesto que mi 
interpretación es la del señor Senador Couriel. Había un Senador que decía "yo no tengo la verdad en un puño", y yo tampoco la 
tengo. En democracia todos tenemos derecho a opinar y a respetar, sobre todo las ideas que no compartimos. Por lo tanto, a veces 
más que optimismo siento mucho pesimismo y desearía estar equivocado; desearía que mi opinión no tuviera que ver con la 
realidad porque, en última instancia, todos queremos que el Uruguay esté mejor, tanto el señor Ministro como todo el equipo 
económico de Gobierno y también nosotros. 


Creo que estamos viviendo una situación económica y social muy difícil desde antes de la aftosa; ésta, simplemente, la agravó. 
Entonces, me asusta un poco la parte psicológica de la gente, porque hay dolor y frustración. Por ejemplo, hace un par de semanas 
estuve en el departamento de Artigas y me resultó impresionante escuchar a los productores de Colonia Rivera y de Bella Unión. 
Lo que uno siente es bronca y frustración. Lo que más me preocupa -y tal vez cada uno de los que estamos sentados aquí 
tengamos experiencias al respecto- es cómo los jóvenes, a veces de cualquier edad, emigran o están pensando en hacerlo. Esto 
significa una sangría para el Uruguay. Hay allí, pues, algo psicológico que voy a retomar a propósito de las medidas. 


Por otra parte, tengo la sensación de que esta política económica está encerrada, en un círculo vicioso y que el Gobierno está 
haciendo un esfuerzo por salir, pero que no puede hacerlo. Esta es mi opinión y ojalá otra vez esté equivocado. 


El señor Ministro ha hecho referencia a la actitud del poder político con respecto a los bancos oficiales. Eso es verdad, y no 
involucra a todo el poder político sino a determinados sectores que han llevado adelante acciones, tanto en la banca oficial, como 
en los Entes Autónomos y los Ministerios, que han afectado enormemente al Estado. El primero en reconocerlo ha sido el 
Presidente de la República que en un seminario dijo que en los Directorios de los Entes hay uno que sabe, muchos que saben poco 
y otros que no saben nada. 


¿Por qué digo que estamos en una política económica encerrada? No niego la situación internacional; la hay y es muy difícil, pero 
una cosa positiva es que la Reserva Federal de los Estados Unidos ha bajado la tasa de interés, creo que en un punto y medio en 
lo que va de este año. 


También hay un fenómeno inevitable: además de la devaluación de Brasil del 50% en 1999, este año, en términos nominales, ya 
hubo una devaluación del 20%, y todo esto afecta. 


Le he escuchado decir al señor Ministro que no puede utilizar las reservas internacionales, que en este momento son altas. Creo 
que el contador Bensión tiene razón, porque la incertidumbre que genera la situación argentina hace que nos estemos cuidando 
permanentemente. Pero esa situación económica argentina tiene mucho que ver con sus estilos de política económica interna. 


En el país hay ahorros; es más, en este momento se está invirtiendo en títulos públicos, no obstante lo cual estoy inquieto, porque 
la sensación que tengo es que en el mercado de capitales se mueven sólo los títulos públicos, porque los privados, es decir, las 
obligaciones tienen dificultades. ¿Por qué? Porque las empresas productivas no están bien y esto es así porque, entre otras cosas, 
no tienen competitividad, que es el objetivo primero de este proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 


Con respecto al endeudamiento, debo decir que la propia política llevó a ciertos límites y hoy el señor Ministro dice que no se lo 
puede aumentar, porque ello supone poner en tela de juicio el "investment grade". Es posible que sea así, pero me gustaría saber 
en qué montos de endeudamiento estamos para no poder recurrir más a este mecanismo. El señor Ministro ha señalado que va a 
utilizar alrededor de quinientos millones, que es el déficit fiscal del 2001. También me gustaría saber dónde está el límite para que 
se pueda sentir que hay una modificación por las calificadoras de riesgo de los "investment grade". 


La política económica puso el énfasis en la estabilización -y aquí la política cambiaria aparece muy ligada a la política cambiaria 
argentina- y en el déficit fiscal. ¿Por qué digo que la política económica está encerrada? Porque hay un problema de competitividad 
para el que tenemos tres salidas: aumento la productividad o bajo los costos o tengo alguna suba de precios. No es sencillo que en 
el corto plazo se pueda aumentar la productividad, aunque ha sucedido en algunos sectores, como el de la industria manufacturera 
y algunos rubros del sector agropecuario. 


Bien, si el énfasis está en el déficit fiscal, no se pueden bajar los costos en materia de impuestos. En este momento, lo que se está 
haciendo es una redistribución impositiva por medio de la baja de los aportes patronales y la suba de un impuesto al consumo. En 
definitiva, estamos redistribuyendo en contra de los consumidores y en favor de las empresas productivas. 


En consecuencia, dentro del modelo de política económica que está funcionando no se pueden rebajar impuestos, y prácticamente 
tampoco las tarifas porque, por ejemplo, en los hechos, esta tarifa de gasoil es el aumento que hubo en el mes de febrero. De 
alguna manera, las tarifas se están usando para Rentas Generales. Quiere decir que, repito, por aquí no puedo bajar costos. 


Tampoco en la tasa de interés puedo rebajar costos, porque la idea fundamental es la mínima intervención dejando todo al libre 
juego del mercado y que los bancos vean qué tasa de interés pueden cobrar. Personalmente, entiendo que cobran tasas muy altas. 


Quedaría, entonces, la rebaja de costos por la vía de salarios, lo cual también afectaría socialmente al país. 


En materia de precios, debemos tener en cuenta que los precios internacionales son un dato y la política cambiaria no tiene 
modificación. 


Por consiguiente, reitero que aquí hay un encerramiento de esta política. El esfuerzo que se hace en este proyecto de ley es parte 
de ese encerramiento, porque por un lado se trata de bajar el costo de los aportes patronales, cubriéndolo con el pago de los 
consumidores, para resolver uno de los elementos de la competitividad. Pero sigo encerrado, porque el déficit fiscal, las tarifas, las 
tasas de interés no me permiten actuar libremente y también tengo dificultades con los salarios. 


Entonces, parece que para reactivar al país hay que aumentar las exportaciones; seguramente, en esto todos coincidimos. La 
pregunta es ¿cuáles son las medidas para los exportadores? Y la respuesta es la rebaja de los aportes patronales. Los 
exportadores dicen que no es suficiente con rebajarles un 2%. 


Voy mucho más allá. Si el exportador, que es el que tiene que producir e invertir, no cree, si él está invadido por el desánimo, 
¿cómo podemos contribuir a que el país mejore su nivel de competitividad y de exportaciones? Hace pocos días recibimos a la 
Unión de Exportadores en la Comisión de Asuntos Internacionales, y nos dimos cuenta de que más desánimo y más pesimismo no 
podía haber. 


Entonces, no es menor la cuestión psicológica ni las expectativas; por el contrario, el tema es muy importante. 


¿Dónde están las medidas para mejorar los niveles de inversión? Ya hemos resuelto que, en función del modelo que implica una 
rebaja del déficit fiscal, se rebaje la inversión pública, con lo cual afectamos al sector de la construcción. Por otro lado, la rebaja de 
aportes patronales la venimos efectuando desde hace 5 años. Al sector industrial le bajamos del 14% al 6% y, aparentemente, 
ahora le vamos a bajar a O. Pero cuando uno habla con los industriales no percibe que sientan que están en condiciones, en primer 
lugar, porque no pueden exportar, ya que no tienen competitividad; y, en segundo término, porque no hay elementos de mejora del 
mercado interno por ninguna vía. Es más, si le voy a cobrar un impuesto a los consumidores, eso supone que les estoy bajando el 
salario real. 


Por lo tanto, la demanda interna, al menos, la de los asalariados, está comprometida. 


Desde este punto de vista, sería muy importante que la sociedad sintiese optimismo, en especial los agentes económicos —cuando 
hablo de agentes económicos me refiero a los productivos y los del sector agropecuario, que dicen que no tienen rentabilidad, así 
como al industrial, que está muy afectado y en el que hay un gran cierre de empresas e, inclusive, a los servicios- ante la situación 
que se da en el país. Existen unas condiciones de tal naturaleza que es muy difícil que haya reactivación económica a raíz de estas 
medidas y también es difícil que estas medidas mejoren el empleo, salvo que se suponga que el problema del desempleo se debe 
al costo de la mano de obra, porque éste ya se está rebajando mediante el aporte patronal. No lo creo. Pienso que hay un 
problema de demanda de mano de obra que se relaciona básicamente con el crecimiento, con la inversión y su estructura y con la 
tecnología. En consecuencia, no veo por dónde el país puede mejorar con estas medidas su nivel de crecimiento, empleo, 
exportación e inversiones. Pero, como dije antes, esta es mi interpretación de lo que ven mis ojos, y ellos hace 44 años que tienen 
dificultades, que han sufrido varios trasplantes, y ojalá pudiera yo estar equivocado y estas medidas generen una reacción en la 


sociedad uruguaya, básicamente en términos de expectativas para dinamizar el país. Lamentablemente, siento que no son las 
adecuadas. 


SEÑOR NUÑEZ.- Quiero plantear una serie de inquietudes. 


En primer lugar, en virtud de que se encuentran presentes directores de la Dirección General Impositiva y Asesores, así como 
expertos sobre este tema, desearía que se nos aclarara los criterios de funcionamiento del impuesto llamado COFIS. Obviamente, 
es un impuesto similar al IVA que no grava la etapa de comercialización al consumo, pero sí lo hace en todas las anteriores. En 
virtud de cómo están definidos los sujetos pasivos o los contribuyentes, se trata de un impuesto, reitero, similar al IVA, cuyo 
conjunto de contribuyentes no es exactamente igual porque no grava la etapa final, pero el impuesto puede ser descontado al 
pagar las compras. Desde mi punto de vista, se trata de un funcionamiento similar, salvo en la última etapa, e implica un aumento 
del precio al consumidor no sólo del 3%, sino en el porcentaje del IVA sobre el 3%, lo que sumado daría aproximadamente 26.7%. 
Como vemos, existe un aumento de costos al consumidor, debido a la forma en que se liquida el impuesto, de un 3.7% 
aproximadamente sobre el consumo. De alguna forma, esto diversifica el sistema tributario volviendo mucho más ineficiente la 
recaudación. Sin duda, es mejor imponer un solo impuesto. La eficiencia en la recaudación de un solo impuesto es mucho mayor 
porque, de alguna forma, no se optó por aumentar la tasa del IVA, que significaría una consecuencia similar. 


SEÑOR MINISTRO.- En lo que tiene que ver con la comparación con el IVA debo decir que es cierto lo que ha señalado el señor 
Senador Núñez en relación con algunas de las similitudes, especialmente en el juego de las deducciones. El señor Senador indicó 
una de las diferencias más importantes en cuanto a que el COFIS no grava la etapa final que llega al consumidor, lo cual simplifica 
mucho el control del impuesto. Esto es especialmente relevante en momentos en que existe evasión y dificultad en el contralor 
impositivo en el universo de empresas que va a estar sometido a este impuesto más reducido, más concreto. 


Otra diferencia que el señor Senador Núñez no señaló es que no grava los servicios. 
Por lo tanto, en base a esas dos diferencias, optamos por no emplear el IVA y orientarnos a favor de este nuevo impuesto. 


Según nuestros cálculos primarios efectuados en el vértigo de estos días, vemos que si se toman en cuenta estas consideraciones 
es decir, que no grava los servicios ni la última etapa, que no cae sobre los bienes exonerados de IVA y que no va a agregar un 
sobre precio a los productos gravados por IMESI- podemos tener una estimación en cuanto a que el impuesto va a recaer sobre el 
40% del gasto de las familias, medido esto a efectos del Indice de Precios al Consumidor, con una consecuencia sobre los precios 
que no será el 3%, sino que rondará entre 0.5% y 0.8%. Esto es así porque paralelamente hay rebaja de otros impuestos que sí 
gravan los costos de producción. 


Voy a hacer una consideración adicional sobre el tema de la incidencia del IVA sobre este 3%. En este punto, de nuevo nos 
internamos en un terreno de difícil dilucidación, en función de las características que he señalado. El 3% tiene incidencia por un 
lado, pero existen rebajas de impuestos sobre los costos de producción, por otro lado, cuyo resultado sobre el precio final del 
producto puede ser incierto. Además, como sabrá el señor Senador, ha habido distintas interpretaciones en qué medida este 
impuesto va a ser trasladado en su totalidad, si será absorbido completamente o va a estar en una situación intermedia, en cuyo 
caso no necesariamente el 3% se agregará a los precios y, en consecuencia, se producirá un efecto de IVA adicional sobre este 
impuesto. 


SEÑOR NUÑEZ.- De todas maneras, el efecto sobre el consumo será importante y me animo a decir que será más del 3%, pero en 
este momento no tengo los elementos de cálculo previos al funcionamiento como para afirmarlo. 


Es cierto que en el paquete de medidas también hay exoneraciones de aportes patronales que afectan, tanto a los comunes como 
a los de DISSE. Ello mejora la competitividad y el costo de la industria nacional, en la medida en que otorga el mismo tratamiento a 
los bienes importados que a los nacionales, aunque a estos últimos se les rebaja un costo. Manejándonos con criterios amplios, 
podríamos decir que la rebaja de impuestos sobre los costos de trabajo sería entre un 8% y un 9%. 


Me parece que, de todas maneras, la incidencia del 3% o del 3.7%, desde mi punto de vista, sobre la venta es mucho mayor que la 
rebaja que se le hace de aportes patronales. O sea que, de alguna forma, se grava el consumo en mayor medida que la ventaja 
que tienen las empresas. 


Voy a formular otra pregunta. En la Exposición de Motivos dice lo siguiente: "En cuanto a los bienes sujetos al pago del Impuesto 
Específico Interno (IMESI), si bien estarán alcanzados por el impuesto que se propone, en el caso de aquellos que además estén 
sujetos al pago del IVA, está previsto la disminución del IMESI,". 


Por otra parte, el artículo 9% dice: "Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar el tratamiento establecido en el inciso anterior a las 
enajenaciones de bienes gravados por el Impuesto Específico Interno...” En este caso estaría el ejemplo de un tabacalero que no 
recauda IVA si no paga los costos y, de alguna forma, tuviera la posibilidad de que se le rebajara el IMESI en la misma proporción 
que se le ha gravado. ¿Cómo se va a hacer esto? 


En el tercer inciso del artículo 8% referido a la materia imponible, se agrega el valor de aduana a las importaciones en hasta un 
21,75%. ¿A qué corresponde esa cifra? ¿Al costo o al margen de ganancia del importador, si después el mercado indica que este 
último es menor y ya se le cobró el impuesto por más? ¿Cómo funciona esto? 


Luego voy a formular una pregunta sobre el Impuesto al Patrimonio. 


SEÑOR EIBE.- En primer lugar, el impuesto grava los bienes que están gravados por el IVA en una tasa distinta de cero. ¿Cómo se 
vincula esto con el Impuesto Específico Interno? En este Impuesto hay dos universos de bienes: aquellos que están gravados por 
el Impuesto Específico Interno, pero no por el IVA y, por lo tanto, no estarían afectados por este Impuesto porque no verifica la 
hipótesis de que estén gravados por el IVA por una tasa distinta de cero, como por ejemplo los cigarrillos; y los bienes que están 
gravados por el Impuesto Específico Interno y, además, por el IVA, con lo cual verifica la hipótesis de este Impuesto porque cumple 
con la condición de estar gravado por el Impuesto al Valor Agregado, tal es el caso de las bebidas, automotores, etcétera. 


Al primer caso correspondiente a los bienes gravados por el IMESI y no por el IVA, se le puede plantear el problema de que 
acumulen costos por los insumos gravados por este Impuesto, porque en la medida en que funciona por un mecanismo débito- 
crédito, va a tener un COFIS de compra que no van a poder imputar a la venta. Para estos se prevé la posibilidad de establecer un 
mecanismo similar al de los exportadores, por lo cual nosotros le devolveríamos el COFIS a los bienes que integren directa e 
indirectamente costos de bienes producidos. 


El segundo caso tiene que ver con los que están gravados por el IMESI y, además, por el IVA, por lo que están dentro de la 
hipótesis de incidencia de este Impuesto, para lo que se prevé disminuir la alícuota del IMESI en el importe equivalente al aumento 
del COFIS para que no se altere el precio final del producto. Esto se hace por decreto porque el IMESI establece tasas máximas y, 
obviamente, está en el Mensaje, pero no puede estar en la ley. Esa es la diferencia entre un bien y el otro. 


Respecto de la segunda consulta que tiene que ver con la forma de determinación de la base imponible en importación, este 
Impuesto tiene un hecho imponible que es la importación y otro hecho imponible que es la enajenación en el mercado interno. El 
Impuesto pagado en la importación se deduce como impuesto comprado y mecanismo débito-crédito con el impuesto 
correspondiente a la enajenación en el mercado interno. Esa estimación se hace sobre la base de un margen que, en general, es 
muy inferior al de los importadores. Normalmente el importador va a tener un margen en su comercialización en la etapa siguiente 
bastante mayor que esto. Entonces, la definición de valor en aduana, más el arancel, más el 21,75%, está planteando, de alguna 
manera, un margen mínimo de comercialización que el enajenante posterior va a tener y va a deducir. 


SEÑOR NUÑEZ.- Hemos escuchado la estimación de recaudación del COFIS y también la estimación de cuánto deja de percibir el 
Impuesto al Patrimonio. De todas maneras, me gustaría saber, cuál es la situación actual del sector agropecuario teniendo en 
cuenta la forma de determinación del patrimonio agropecuario que está gravado, los mínimos imponibles, la liquidación como 
persona física o como explotación rural, etcétera. Nos parece que la derogación total del Impuesto al Patrimonio —que ya estaba 
prevista para el 2003- simplemente se adelanta y se podría haber hecho por decreto porque nada lo impedía. Para ser 
contribuyente del Impuesto en la actualidad hay que tener un patrimonio muy grande, dada la situación del sector agropecuario con 
respecto al endeudamiento y al pasivo muy grande. ¿De cuántos productores estamos hablando y de qué tipo de propiedades? 


SEÑOR ROSSA.- El Impuesto al Patrimonio Agropecuario tiene aproximadamente 8.000 a 9.000 contribuyentes. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- El Ministerio de Economía y Finanzas ha hecho una estimación de la recaudación. Si es posible, me 
interesaría que me digan, dentro de esa estimación cuánto se supone que se puede recaudar y qué porcentaje corresponde a los 
bienes importados y a los productos nacionales. 


SEÑOR ROSSA..- Estimamos, tomando como base la materia gravable de cada una de las etapas del impuesto, que podía estar 
gravada la cuota parte de la industria y esto es alrededor de 23%. En ese porcentaje no se incluyen las etapas de comercialización 
posteriores de los productos industriales y, por tanto, se consideran aparte. A su vez, la importación alcanza aproximadamente el 
60%. 


SEÑOR MICHELINI.- Simplemente, quiero plantear una inquietud, ya que después leeremos la versión taquigráfica sobre las 
palabras del señor Ministro que no tuvimos oportunidad de escuchar. 


En el artículo 23 se dice "Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir al Banco de la República Oriental del Uruguay" y se hace 
referencia a una suma. Quisiera saber en calidad de qué se transfiere ese dinero, es decir, si es a modo de préstamo, de 
transferencia de fondo perdido o si deberíamos entenderlo como que va a ser exigible al Banco de la República pidiéndosele una 
tasa de interés. En todo caso, me parece que debería quedar bien claro. 


SEÑOR MINISTRO.- Esta es una transferencia que se hace por una única vez y no hay reintegro, por lo que va a apuntalar la 
economía del Banco de la República. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿No es transferencia de fondo perdido? 


SEÑOR MINISTRO.- El señor Senador Michelini usó una expresión en la que no quise detenerme pero, ya que la utiliza por 
segunda vez, debo indicarle que lo de fondo perdido es una forma equivocada —con todo respeto- de ver esto, porque se supone 
que lo hacemos en favor de un sector, en aras de una reactivación y en un mejoramiento de la producción y el empleo. 
Obviamente, podemos tener opiniones distintas pero, en todo caso, muy humildemente me permito rechazar ese agregado. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que es válida la aclaración del señor Ministro; de todas maneras, se trata de una transferencia por 
parte del Estado a una empresa pública, que en este caso es el Banco de la República. En la medida en que éste disponga bien de 
los fondos, los mismos se irán prestando y, si no hay un manejo adecuado de ese recurso, se irá perdiendo. De todos modos, 
insisto en que está bien la aclaración del señor Ministro, más aun cuando va a constar en la versión taquigráfica, que se podrá 
utilizar más adelante. 


En su oportunidad evaluaremos la intención del Gobierno al hacer esta transferencia y si estos recursos no se pierden. 


SEÑOR NUÑEZ.- Si bien el tema de la refinanciación de deudas del sector agropecuario integra el articulado, con esa transferencia 
que se hace, a través del artículo 23, al Banco de la República, me gustaría saber cuál es la situación de dicha institución en tal 
circunstancia para afrontarla o para solucionar los problemas cotidianos que se le presenten. Nos gustaría, entonces, tener 
información sobre el Estado patrimonial del Banco de la República para lo cual quisiéramos contar con la presencia del Directorio 
de dicha Institución en esta Comisión. Sin perjuicio de ello, ha habido una política de pérdida de prerrogativas del Banco de la 
República con respecto a la banca privada, como ha sucedido con el comercio exterior y con los encajes del sector público; a su 
vez, tiene otras dificultades como, por ejemplo, en el soporte informático, lo cual nos consta. Mi pregunta sería, entonces, por qué 
no se han tomado medidas en el sentido de contar con la participación de la banca privada en esta emergencia. 


La otra pregunta que quería hacer es sobre política económica o sobre la indicación que se le dio al Banco de la República. ¿Esta 
refinanciación impide nuevos créditos al sector agropecuario? ¿Esta operación impide aumentar los créditos a los productores? 
Hago estas interrogantes, porque ello implicaría empujarlos hacia la banca privada. Si no se impide otorgar esos créditos ¿en qué 
condiciones se harían y cuáles serían las nuevas situaciones de garantías? Quisiera tener claro estos aspectos. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a la primer pregunta, debo indicar que el conjunto de medidas relacionadas con la 
refinanciación no involucra a la banca privada, en tanto ésta está constituida por empresas privadas que han dado créditos a 
personas y empresas del sector privado. En consecuencia, nuestra posición —es decir, la del Poder Ejecutivo- es terminante en 
cuanto a que la ley no puede interceder en los contratos celebrados por el sector privado. En ese marco, hemos solicitado la 
colaboración de la banca privada y le pedimos su mejor disposición para aplicar, en lo posible, las normas que ya se habían 
dispuesto en el año 1999, es decir, una refinanciación de adeudos con base en el Cupón Cero, sobre bases voluntarias. Hemos 
tenido buena receptividad en nuestro pedido y pensamos que las soluciones que se puedan encaminar a través de esa vía, 
efectivamente, van a funcionar en forma adecuada. 


Sobre los nuevos créditos del Banco de la República no hay ninguna disposición, instrucción o acuerdo en particular, según las 
conversaciones que hemos mantenido con el Partido Nacional y los trámites que estamos llevando a cabo con el Directorio del 
Banco de la República. Por lo tanto, nada impide que haya nuevos créditos en favor de los refinanciados, así como tampoco nada 
indica que efectivamente los vaya a haber. Eso dependerá de la política del Banco de la República y, obviamente, de sus 
disponibilidades. En este sentido, hemos hecho una consideración de orden general —en todo caso es el propio Banco el que 
deberá hacer una instrumentación- en cuanto a si el Banco de la República, en función de estas disposiciones, no tiene las 
facilidades o disponibilidades de liquidez que hubiera tenido en condiciones normales. Aquí podríamos abrir un debate sobre qué 
pasaría si no se aprobaran estas normas y en qué condiciones quedaría el Banco de la República, pero esta sería una discusión 
aparte. Ahora bien —retomando lo anterior- el Banco de la República deberá proyectar sus posibilidades de financiamiento hacia un 
futuro inmediato. Está claro que va a haber algún grado de afectación, de acuerdo a lo que hemos estado diciendo y en función de 
lo que ha sido aceptado. En este caso —obviamente, estoy adelantando una opinión que compartimos con el Directorio pero, en 
definitiva, será él quien tendrá que decidir- el Banco va a adaptar sus decisiones en materia de nuevos créditos, en función de los 
deudores que hayan cumplido regularmente con sus obligaciones. Sin perjuicio de esto, se atenderán otras necesidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de los miembros de esta Comisión, agradecemos la presencia del señor Ministro de Economía 
y Finanzas, del señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de sus asesores; estamos complacidos con la 
información que nos han brindado sobre el proyecto remitido por el Poder Ejecutivo. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas, el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y sus 
asesores) 


Está a consideración de los señores Senadores el procedimiento a seguir por parte de esta Comisión para el tratamiento de este 
proyecto de ley. Cabe acotar que ha llegado a la Mesa una propuesta a fin de que este Cuerpo se reúna el día de mañana a las 15 
horas. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: aclaro que no estaba informado de las conversaciones informales que ha habido, salvo 
algunos datos que me transmitía, hace apenas cinco minutos, el señor Senador Atchugarry. De acuerdo con lo que él me indicó, se 
quiere presentar este proyecto de ley ante el Plenario el día martes. Personalmente, no tengo ningún inconveniente, pero creo que 
el Parlamento es la institución que tiene más vínculos y relacionamiento con la sociedad. Entonces, frente a un proyecto de esta 
naturaleza, la sociedad debería venir al Parlamento a dar su opinión. No creo que se pueda tratar este tema sin que vengan 
representantes del sector agropecuario, industrial, de las exportaciones y del Banco de la República, a explicar el tema del 
refinanciamiento. De manera que estoy dispuesto a trabajar mañana por la tarde, el sábado o el lunes. Reitero que no tengo ningún 
inconveniente en que el proyecto se envíe al Plenario el martes. 


Reitero que no le hace bien al Parlamento que en un proyecto de ley de esta naturaleza, y con toda la ansiedad que hay en la 
sociedad uruguaya en este momento, no se los convoque ni tengan derecho a dar su opinión sobre estos temas. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: en varias oportunidades se nos trasmitió la intención de que este proyecto fuera remitido a 
la Cámara de Representantes con la mayor agilidad posible. Independientemente de la opinión que podamos tener de él, en esta 
coyuntura no queremos generar ninguna situación que le ate las manos al Gobierno para utilizar algunos instrumentos, en el acierto 
o en el error, y con el convencimiento de que es bueno. 


Por lo tanto, si la intención es que el martes este proyecto sea tratado en el Senado, así se hará. 


Con respecto al día de mañana, desde ya adelanto que no voy a poder estar presente. No digo esto para que la Comisión no se 
reúna mañana. En realidad, deberé viajar a Buenos Aires porque le hacen un homenaje a mi padre en dicha ciudad. Pero creo que 
sería oportuno asegurar el quórum; el señor Senador Larrañaga me hace señas de que él tampoco podrá estar presente. Reitero 
que es importante asegurar el quórum para la reunión del día de mañana. De lo contrario, se podría citar para el lunes cuando, sin 
duda, podré estar. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- En el mismo sentido que el señor Senador Michelini, debo decir que desde hace unos cuantos días había 
contraído un compromiso para mañana. Por este motivo, no podré concurrir. No obstante ello, no pongo ningún obstáculo. Por 
supuesto que estamos a las órdenes para concurrir a esta Comisión el resto de los días. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Si algún señor Senador pide que mañana venga el Directorio del Banco de la República —a pesar de que 
preferiría un "fast-track" de este asunto- desde ya digo que no me opongo. Pero me gustaría saber si ha venido el planteo de 
alguna de las asociaciones civiles para ser recibidas. El señor Presidente ha pedido que concurra el Directorio del Banco de la 
República. Me parece que son muchísimas las asociaciones civiles que tienen que ver con la vida económica del país como para 
invitarlas a todas, lo que creo conspiraría contra la posibilidad de culminar con el tema. Hace dos meses que se viene hablando de 
este proyecto de ley en el país y el mismo ingresó para su estudio la semana pasada. Entonces, buscando un camino intermedio, 
propondría trabajar mañana con el propósito —de ser posible- de llegar a una votación, porque supongo que algunos señores 
Senadores también tendrán problemas para concurrir otros días; yo aclaro que no los tengo. Sería muy conveniente que 
pudiéramos votar en el día de mañana y si se plantea que venga el Banco de la República para informar a los señores Senadores 
que así lo deseen, me parece perfecto que concurra mañana, si es posible. 


Este sería un planteo intermedio para ver si podemos llegar a un acuerdo. 


SEÑOR COURIEL.- Insisto en que acá nadie quiere obstaculizar el trabajo. Si el partido de Gobierno quiere tratar este proyecto de 
ley el martes, así lo hará. No tengo ningún inconveniente en ello, independientemente de la posición que mi sector político tome 
sobre el tema. 


Por otra parte, quiero decir que normalmente una semana después de que concurre el señor Ministro, se empieza a tratar del 
proyecto y a invitar o recibir solicitudes de audiencia. Es posible que las gremiales quieran concurrir y no estén enteradas de que en 
el Senado se pretende comenzar el tratamiento del proyecto el día martes. También puede ocurrir que se invite a las gremiales para 
mañana y éstas no quieran o no puedan asistir. Esto puede ser, pero en todo caso, si no vienen mañana, que vengan el lunes. 
Personalmente, haría todos los esfuerzos posibles a efectos de que quede claro que la Comisión de Hacienda las quiere recibir. 
Incluso, podrían venir todas juntas o bien una detrás de la otra. Es decir, habría que buscar la fórmula más eficiente para que el 
proyecto pueda tratarse el martes en el Plenario. Reitero que no desearía que las gremiales quedaran fuera de la discusión de este 
tema. 


SEÑOR MICHELINI.- Lejos de mí está el dar consejos, sobre todo porque no voy a estar en el día de mañana. De todas maneras, 
sugiero que hoy se decida elevar el proyecto al Senado, a efectos de que figure en el orden del día y así poder tratarlo el martes. 
Además, que mañana se escuche al Directorio del Banco República y se comience la deliberación. Si en el correr de la mañana 
algunas asociaciones piden ser recibidas, se las podría convocar para mañana mismo. A su vez, si en el día de mañana se 
presentó alguna entidad y se agota la deliberación, se podrá poner a votación el proyecto. De lo contrario, se convocará a una 
sesión para el día lunes, pero todos sabremos que en el orden del día del Senado del próximo martes estará este proyecto de ley, 
con o sin informe. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Me parece que el procedimiento que indica el señor Senador Michelini es de recibo. Entonces, 
convocaríamos para el día de mañana, a las tres de la tarde, al Directorio del Banco de la República y dejaríamos abierta la 
posibilidad para que cualquier asociación, por iniciativa propia o a sugerencia de algún señor Senador, pueda concurrir, 
Simplemente, pido a la Mesa que dependiendo del número de delegaciones, se organice esto para acotar el tiempo de cada una, 
dado que el proyecto contiene más de veinte artículos que habría que analizar bien. Asimismo, podríamos pedirle a alguno de los 
contadores que han estado en el día de hoy, que quede a la orden para disipar alguna duda que aparezca o por si hay que hacer 
alguna corrección, porque más allá de escuchar opiniones, está el tema de elaborar bien los artículos. 


Concretamente esa es mi propuesta. 


SEÑOR MICHELINI.- De todos modos, creo conveniente aclarar que la Comisión ya ha tomado la decisión de que, con o sin 
informe, el martes próximo eleva este proyecto de ley a consideración del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Entonces, la Mesa interpreta, en primer término, que hay consenso en la Comisión para que este proyecto 
de ley sea remitido al Pleno de la Cámara de Senadores el próximo martes. 


En segundo lugar, que se reuniría mañana a la hora 15, convocando al señor Presidente del Banco de la República y sus asesores. 


En tercera instancia, la Mesa queda facultada para recibir, en caso de que haya solicitudes de audiencia, a las delegaciones en el 
día de mañana o, eventualmente, cuando la Comisión lo disponga, en función de la cantidad que sean. 


SEÑOR FAU.- Convendría que nos manejáramos con ciertos plazos en la eventualidad de que haya varias asociaciones que 
quieran ser recibidas. El tiempo a dedicarle a cada una va a estar en relación directa con el ritmo que queramos darle al trabajo. 
Como la voluntad política es culminar este análisis cuanto antes, las audiencias deberán ser breves. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, se va a votar la propuesta formulada. 

(Se vota:) 

7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


No habiendo más asuntos se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 13 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


